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SENTENCIA DE ÚNICA INSTANCIA



             O-249-2020 
ASUNTO

1. La Sala dicta la sentencia que en derecho corresponda en el proceso judicial tramitado en virtud del medio de control de nulidad de que trata el artículo 137 de la Ley 1437 de 2011 que ejerció la señora Luz Mónica Acevedo Talero en contra de la Nación, Rama Judicial, Consejo Superior de la Judicatura, Dirección Ejecutiva de Administración Judicial.

DEMANDA

Pretensión
2. Que se declare la nulidad de los siguientes actos administrativos, expedidos por el Consejo Superior de la Judicatura, Sala Administrativa:
2.1. Acuerdo PSAA12-9663 del 28 de agosto de 2012, «Por el cual se modifican los Acuerdos 22 y 97 de 1994, 025 de 2007 y 345 de 1998, respecto de los requisitos mínimos y niveles ocupacionales de los cargos de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial».
2.2. Acuerdo PSAA12-9664 del 28 de agosto de 2012, «Por medio del cual se reglamenta la convocatoria a concurso de méritos para la conformación de registros de elegibles para la provisión de cargos de empleados de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial».
Normas violadas y concepto de violación

3. La demandante estimó vulnerados los artículos 2, 6, 13, 25, 29, 40 (numeral 7), 53, 121, 122, 123 inciso 2, 125 inciso 3, 130, 209 y 256 (numeral 1) de la Constitución Política; 85 (numerales 7, 17, 19 y 22), 129, 160, 161 y 164 de la Ley 270 de 1996; al igual que los artículos 2, 3 (numeral 2), 17 y 19 de la Ley 909 de 2004.

4. Al desarrollar el concepto de violación, identificó varias situaciones que, a su juicio, constituyen irregularidades respecto de los actos administrativos demandados, las cuales pueden sintetizarse de la siguiente forma:

	Acuerdo
	Reproche

	PSAA12-9663 del 28 de agosto de 2012


	No ajustó, modificó ni actualizó el manual de funciones respecto de los cargos cuyos requisitos y niveles ocupacionales modificó

	
	No estableció la formación que se exige para cargos que requieren título de formación profesional, universitaria, técnica o títulos de posgrado. La demandante, refiriéndose a dicho acto, sostuvo que «Aunque pretende establecer requisitos específicos en su artículo 9, realmente se trata de requisitos mínimos».

	
	Incluyó equivalencias no contempladas en la Ley 1319 de 2009

	PSAA12-9664 del 28 de agosto de 2012


	No estableció de manera precisa y objetiva los requisitos generales frente a los cargos incluidos en la convocatoria ni el número de empleos ofertados, como tampoco las funciones asignadas a cada uno de ellos ni su remuneración. 

	
	No guarda relación con la estructura organizacional y funcional de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial pues, respecto de algunos empleos, solo los relaciona en las áreas de derecho, sistemas, economía, financiera y administrativa pero no determina concretamente la dependencia a la cual debían entenderse asignados. 

	
	Utilizó diferente metodología para establecer los requisitos académicos y de experiencia, lo que la demandante explicó en que, para la mayoría de los cargos, definió tales exigencias por área, pero tratándose de directores de unidad, lo hizo por cargo.

	
	Respecto de algunos empleos, contempló requisitos adicionales no previstos en el Acuerdo PSAA12-9663 de 2012.

	
	Algunos perfiles son diferentes de los definidos en los acuerdos que fijan las funciones de las dependencias de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial.


5. Con base en las irregularidades alegadas, estructuró el concepto de violación en la causal de infracción de las normas en las que los actos administrativos demandados debían fundarse. Al respecto, destacó la importancia de que a los servidores estatales se les determinen sus funciones mediante procedimientos técnicos, de manera clara y específica pues, según sostuvo, solo así sus actuaciones pueden enmarcarse en el principio de legalidad y garantizar el cumplimiento de los fines del Estado. 

6. Asimismo, consideró que los acuerdos objeto de controversia son violatorios de los derechos al debido proceso, a la igualdad y al libre acceso a los cargos públicos, al igual que de los principios de mérito y buena fe, como quiera que para que estos sean respetados dentro del marco de un concurso público de méritos es necesario que previamente existan unas normas legales o reglamentarias que permitan identificar los grupos de ciudadanos a los que les serán aplicables, así como las funciones específicas de cada uno de los cargos, sin que para ello baste una descripción general por niveles o categorías de empleos. Sobre esta materia, adujo que debía tenerse en consideración lo dispuesto en sentencia del 1.º de septiembre de 2015 proferida por esta Corporación dentro del proceso con radicado 11001031500020020124201, que anuló el Acuerdo 345 de 1998 por los reproches que hoy se formulan en contra de los actos demandados.

7. Seguidamente, afirmó que la fijación de unos requisitos adecuados a la clase de funciones propias del cargo y el diseño de unas pruebas técnicamente apropiadas es lo que permite la selección de los mejores entre personas que ostentan iguales calidades, profesiones y condiciones. 

8. De otro lado, sostuvo que, en ejercicio de sus funciones, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura emitió los Acuerdos 317,318, 320, 378 y 382 de 1998; 875 de 2000; PSAA09-6220 de 2009 y PSAA12-9719 de 2012, respecto de los cuales señaló que eran reglamentos obsoletos no solo por la desactualización de las funciones sino también porque su elaboración no obedece a desarrollos legales ni a los conocimientos especializados en la materia o a las técnicas modernas, estableciendo solo descripciones y funciones básicas y generales de los cargos. Por ello, precisó que tales documentos no podían tenerse como un verdadero manual de funciones. Esta situación, a juicio de la demandante, constituye una violación a los principios que, de acuerdo con el artículo 2 de la Ley 909 de 2004, rigen la función pública, específicamente los de profesionalización, flexibilidad y capacitación.

9. Agregó que era obligación de la entidad tener actualizados los manuales de funciones de acuerdo con sus necesidades y realidades debido a la importancia que estos revisten para la ejecución de los procesos de planeación, ingreso, permanencia y desarrollo del talento humano. 
10. Por último, explicó que la desactualización de los manuales de funciones ha generado que cada vez que se convoca a un concurso para cargos de carrera de la Dirección Ejecutiva se expidan acuerdos fijando requisitos diferentes a los establecidos en acuerdos anteriores, sin que se modifique ni la descripción de los cargos ni sus funciones, como tampoco se exprese el número de cargos a proveer. 

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

11. Se opuso a la prosperidad de las pretensiones con fundamento en las siguientes consideraciones:
12. En primer lugar, explicó que los actos administrativos demandados fueron proferidos con fundamento en los artículos 256 (numeral 1) y 257 (numeral 3) de la Constitución Política, al igual que en los artículos 85 (numerales 12, 17 y 22) y 161 de la Ley 270 de 1996. Además, afirmó que a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura le corresponde determinar las funciones de los empleados del área administrativa de la rama judicial, atribución en ejercicio de la cual expidió los siguientes actos administrativos: 

12.1. Acuerdo 22 del 24 de marzo de 1994, por el cual se estableció la planta de personal de la Sala Administrativa y se señalaron las funciones generales de los cargos judiciales con labores administrativas. Este acto fue modificado por el Acuerdo 97 del 11 de agosto de 1994.

12.2. Acuerdo 074 del 15 de abril de 1996, por el cual se define la estructura de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, disponiendo que estaría integrada por las unidades administrativas de presupuesto, asistencia legal, recursos humanos e informática. El artículo 7 de dicha norma previó que, a través de acuerdos separados para cada una de tales unidades, la sala administrativa determinaría la organización, planta de persona, requisitos para el desempeño de los cargos, nivel salarial, funciones detalladas, entre otros. En cumplimiento de este mandato, se expidieron los acuerdos que se enuncian a continuación.

12.3. Acuerdos 175 de 1996; 199 de 1996, modificado por los Acuerdos 875 de 2000 y PSAA09-6220 de 2009; 252 de 1996, modificado por los Acuerdos 1007 de 2000 y 1502 de 2002; 253, 254, 255 y 261 de 1996; 317 y 319 de 1998.  

12.4. Acuerdos 318 y 320 del 9 de julio de 1998; 378, 380, 381 y 382 del 15 de octubre de 1998, a través de los cuales la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura adoptó los manuales de funciones de las unidades de planeación, presupuesto, administrativa, recursos humanos, asistencia legal e informática. 
13. Con base en ello, sostuvo que los actos acusados son acordes con el ordenamiento constitucional y legal. Además, destacó que en sentencia del 1.º de septiembre de 2015 proferida en el proceso con radicado 11001031500020124201, esta Corporación señaló expresamente que los manuales de funciones y competencias laborales deben adoptarse antes de convocar a concurso de méritos y concluyó que la Sala Administrativa dio cumplimiento a tal deber al expedir previamente los Acuerdos 318, 319, 320, 378, 380, 381 y 382 de 1998. 

14. De otro lado, negó que fuese posible predicar la violación de la Ley 909 de 2004 pues, como la carrera judicial está regulada íntegramente en la Ley 270 de 1996 y en los reglamentos expedidos por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, no se dan los supuestos para su aplicación supletiva. 
15. En cuanto a la individualización de los cargos ofertados, esto es, perfil, cantidad, denominación, grado y unidad en la que existen vacantes, indicó que aquellos corresponden a las plantas globales de la Rama Judicial y que la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial es una sola dependencia que tiene como autoridad nominadora a su director ejecutivo. Precisó que, por esta razón, los cargos fueron convocados según la categoría a la que pertenecían y no atendiendo a un empleo en particular, lo que se aviene con el artículo 163 de la Ley 270 de 1996, que establece que los procesos de selección buscan la provisión de vacantes que se presenten en cualquier especialidad y nivel dentro de la rama, y no para una vacante específica. 
16. Seguidamente, adujo que en este caso no puede adoptarse el mismo sentido de la sentencia proferida el 1.º de septiembre de 2015 en sala de decisión especial integrada en el Consejo de Estado, como pretende la demandante, puesto que precisamente con posterioridad al Acuerdo 345 de 1998, anulado mediante aquella providencia, se elaboraron los manuales de funciones, de manera estos ya existían previo al concurso que se convocó a través del Acuerdo PSAA12-9664 del 28 de agosto de 2012, hoy acusado.
17. Finalmente, señaló que la remuneración en la rama judicial varía año a año y que su regulación es diferente según se tratase del régimen de acogidos, no acogidos o servidores de la Dirección Ejecutiva. Además, negó que en la Dirección Ejecutiva no existiera un reglamento para la evaluación y calificación de servicios y adujo que este estaba contenido en el Acuerdo PSAA10-1392 del 21 de marzo de 2002. 

DECISIONES RELEVANTES EN LA AUDIENCIA INICIAL

18. Las principales decisiones de la audiencia inicial se resumen así:
[…] 
EXCEPCIONES PREVIAS Y MIXTAS (art. 180-6 CPACA)

La entidad demandada no propuso ninguna excepción previa ni mixta. Por su parte, el despacho no encontró probada ninguna otra de las enlistadas en el artículo 100 del CGP ni de las enunciadas en el numeral 6 del artículo 180 del CPACA.   

Decisión notificada en estrados.

FIJACIÓN DEL LITIGIO (art. 180-7 CPACA) 

[…] El despacho fijó el litigio a través del siguiente problema jurídico:

¿Los actos administrativos demandados desconocen las normas en que debían fundarse, especialmente los artículos 13, 29, 83 y 122 de la Constitución Política; 2, 17 y 19 de la Ley 909 de 2004; 161 y 164 de la Ley 270 de 1996; las Leyes 770 y 785 de 2005 y los Decretos reglamentarios 2539 de 2005 y 1785 de 2014, por haber dado lugar a un concurso público de méritos sin que presuntamente:

(i) Se ajustara, modificara o actualizara el manual de funciones de la entidad. 

(ii) Se establecieran de manera precisa los requisitos generales frente a los cargos ofertados, el número de cargos a proveer y su remuneración.

(iii) Se identificaran en forma apropiada algunos de los cargos ofertados, ubicándolos en la dependencia a la cual pertenecen dentro de la estructura organizacional de la entidad.

Se deja constancia que siendo las 10:09 a.m., se hace presente en la sala de audiencias la señora Luz Mónica Acevedo Talero, identificada con cédula de ciudadanía número 35.462.280 de Bogotá y T.P 36.875 del C.S.J.

El despacho hace un resumen de lo manifestado en relación con la fijación del litigio para garantía de las partes.

Interrogadas las partes y el Ministerio Público, frente a la fijación del litigio planteada por el despacho, manifestaron estar conformes.

Decisión notificada en estrados […]

19. En el desarrollo de la diligencia, en la etapa de decreto de pruebas, el despacho negó la solicitada por la demandante para que se oficiara a la dependencia de Recursos Humanos de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial a efectos de que certificara la estructura de la planta de personal y los acuerdos que la establecían. 
20. Esta decisión fue recurrida en súplica por la señora Luz Mónica Acevedo Talero y confirmada por medio de auto del 20 de febrero de 2020, notificado a las partes el 13 de julio del mismo año. 
ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

Parte demandante

21. En esta oportunidad procesal, la señora Luz Mónica Acevedo Talero insistió en la importancia de que la decisión que se adopte en el presente proceso tenga como base los argumentos que expuso esta Corporación en la sentencia del 1.º de septiembre de 2015. Entre estos, destacó la importancia de que la entidad, antes de realizar un concurso público de méritos, disponga de un manual que incluya de manera detallada la descripción de las funciones de los cargos, sin que esta omisión pueda suplirse por medio de la descripción de labores que realice el jefe inmediato de cada unidad. 
22. Además, señaló que, por mandato de la Ley 909 de 2004, previo al concurso, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura debió actualizar el manual de funciones de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial. Lo anterior puesto que, de conformidad con el artículo 3, numeral 2, de dicha ley, sus disposiciones deben aplicarse de manera supletoria a los servidores públicos de las carreras especiales, como lo son los de la rama judicial.
23. Agregó que la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial no tiene una planta de personal global sino «estructural», la que definió como aquella por medio de la cual se establecen formalmente los cargos para cada una de las dependencias que componen la entidad. Explicó que, por esa razón, cualquier redistribución que se realice respecto de los empleos supone una modificación al manual de funciones con el fin de trasladar el cargo de una dependencia a otra, a diferencia de lo que sucede en una planta global.
24. Finalmente, concluyó que para que el concurso controvertido se hubiese ajustado a derecho, no bastaba con que la entidad demandada, previo a la convocatoria, hubiese expedido un manual de funciones pues también era necesario que este respondiera a las normas legales y técnicas que regulan la materia y que, de acuerdo con ellas, lo hubiese tenido actualizado.
Nación, Rama Judicial, Consejo Superior de la Judicatura, Dirección Ejecutiva de Administración Judicial
 

25. El memorial por medio del cual presentó alegatos de conclusión fue radicado de manera extemporánea
. 

MINISTERIO PÚBLICO

26. La Procuraduría Tercera Delegada ante el Consejo de Estado emitió concepto en el que solicitó denegar a las pretensiones de la demanda con apoyo en los siguientes argumentos. 
27. En primer lugar, expuso que los requisitos generales exigidos para postularse a los cargos ofertados, así como el número a proveer fueron señalados en la convocatoria. En relación con su remuneración, adujo que esta se define a través de los decretos anuales que con tal fin expide el ejecutivo. 

28. Respecto de la identificación y ubicación de los cargos al interior de la estructura organizacional de la entidad, precisó que la planta de personal tenía carácter global y que, en todo caso, lo cierto es que al momento de la inscripción la plataforma señalaba el número de cargos a proveer. 
29. En línea con lo anterior, sostuvo que los actos demandados dieron aplicación al artículo 163 de la Ley Estatutaria de Administración de Justicia, según el cual debe garantizarse la disponibilidad para la provisión de cargos vacantes que se presenten en cualquier especialidad y nivel dentro de la rama, y no para una vacante en específico. 
30. Por último, indicó que, en cumplimiento de lo anterior, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, previo a expedir los acuerdos demandados, analizó los manuales específicos para cada cargo convocado, así como la definición de requisitos mínimos de formación y experiencia, objetivo principal, funciones esenciales y competencias.   
CONSIDERACIONES 

PROBLEMA JURÍDICO
31. Visto lo anterior, la Sala advierte que no hay necesidad de ajustar el problema jurídico que de manera provisional se definió en la etapa de fijación del litigio de la audiencia inicial. Por lo tanto, el interrogante que corresponde resolver para dirimir la controversia es el siguiente:
31.1. ¿Los actos administrativos demandados desconocen las normas en que debían fundarse, especialmente los artículos 13, 29, 83 y 122 de la Constitución Política; 2, 17 y 19 de la Ley 909 de 2004; 161 y 164 de la Ley 270 de 1996; las Leyes 770 y 785 de 2005 y los Decretos reglamentarios 2539 de 2005 y 1785 de 2014, por haber dado lugar a un concurso público de méritos sin que presuntamente:

i) Se ajustara, modificara o actualizara el manual de funciones de la entidad. 

ii) Se establecieran de manera precisa los requisitos generales frente a los cargos ofertados, el número de cargos a proveer y su remuneración.

iii) Se identificaran en forma apropiada algunos de los cargos ofertados, ubicándolos en la dependencia a la cual pertenecen dentro de la estructura organizacional de la entidad.

32. Para resolver tal cuestionamiento, la Sala se ocupará al estudio de los siguientes ítems: (i) ejercicio de la potestad reglamentaria; (ii) administración y reglamentación de la carrera judicial; (iii) Reglas de equivalencia entre requisitos de estudio y experiencia profesional exigidos en concursos de mérito para proveer cargos de carrera de empleados de la Rama Judicial; (iv) Estructura y funcionamiento de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y (v) caso concreto. 
(i) Ejercicio de la potestad reglamentaria

33. Uno de los rasgos característicos del sistema jurídico colombiano es la organización jerárquica que se le ha otorgado a los diferentes tipos de normas que lo integran, organización que supone la existencia de una estructura escalonada, si se quiere piramidal, en la que cada categoría normativa tiene características propias que influyen directamente en el rango que se les otorga y, por consiguiente, en la relación de subordinación predicable entre unas y otras. Todo ello responde a una teleología particular que no es otra que permitir la construcción sistemática, coherente y racional del ordenamiento jurídico. 

34. El hecho de que esta estructura jerárquica no aparezca definida explícitamente en la Constitución Política no es óbice para afirmar su existencia ya que a lo largo de este texto pueden encontrarse sendas disposiciones que dan cuenta de la primacía o sujeción que se le confiere a cada tipología normativa. Así, por ejemplo, el artículo 4.º superior, prevé que «[…] La Constitución es norma de normas [,,,] y que «[…] En todo caso de incompatibilidad entre la Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales […]».
35. De esta forma, se ha entendido que la Constitución y los preceptos convencionales que se integren al ordenamiento jurídico interno, ocupan el nivel más alto dentro de este, seguidas en orden por las leyes que deben expedirse con sujeción a aquellas y por los actos administrativos, los que de acuerdo a la categoría en la que puedan clasificarse deberán obedecimiento a la Constitución y a la ley, o en algunos casos, solo a la primera. 

36. Dicha estratificación normativa se convierte en un criterio de validez que ha sido explicado en los siguientes términos por la Corte Constitucional: 

36.1. […] La unidad del sistema jurídico, y su coherencia y armonía, dependen de la característica de ordenamiento de tipo jerárquico de que se reviste. La jerarquía de las normas hace que aquellas de rango superior, con la Carta Fundamental a la cabeza, sean la fuente de validez de las que les siguen en dicha escala jerárquica. Las de inferior categoría, deben resultar acordes con las superiores, y desarrollarlas en sus posibles aplicaciones de grado más particular. En esto consiste la connotación de sistema de que se reviste el ordenamiento, que garantiza su coherencia interna. La finalidad de esta armonía explícitamente buscada, no es otra que la de establecer un orden que permita regular conforme a un mismo sistema axiológico, las distintas situaciones de hecho llamadas a ser normadas por el ordenamiento jurídico […]
     

37. Establecido lo anterior, resulta claro que las facultades de producción normativa de la administración tienen un límite incuestionable en el contenido de las normas respecto de las cuales pueda predicarse una superioridad jerárquica, asunto que se definirá atendiendo a la tipología del reglamento.

38. Así, tratándose de los reglamentos (i) expedidos por el presidente de la República en ejercicio de la potestad reglamentaria que le atribuye el artículo 189-11 superior; de los (ii) reglamentos que desarrollan leyes habilitantes y de los (iii) reglamentos expedidos por otras autoridades administrativas en asuntos especializados de su competencia, se ha dicho que su propósito es complementar la ley en la medida en que sea necesario para lograr su cumplida aplicación, cuando se requiera por ejemplo, precisar definiciones o aclarar etapas del procedimiento previsto en aquella. En ese orden de ideas, si lo que se busca es permitir la ejecución de la ley, esta facultad no apareja la interpretación, modificación, limitación o ampliación de los contenidos legislativos, como tampoco el modo de encuadrar las distintas situaciones jurídicas en los supuestos que contiene
.  

39. En este punto resulta relevante, de conformidad con el objeto del presente proceso, explicar que los reglamentos que desarrollan leyes habilitantes son aquellos que se profieren en ejercicio de una competencia asignada directamente por la Constitución con sometimiento, por disposición de la misma carta suprema, a una norma legal que faculte el desarrollo de dicha atribución. Se trata entonces de normas superiores que establecen potestades normativas en cabeza de la administración utilizando las expresiones «de conformidad», «de acuerdo» o «según la ley».  

40. Ahora bien, en relación con los límites a la potestad reglamentaria de la administración frente a los tres tipos de normas reglamentarias que se señalaron, el Consejo de Estado ha precisado lo siguiente:


40.1. […] en nuestro orden, la potestad reglamentaria es la facultad constitucional que se atribuye de manera permanente al Gobierno Nacional para expedir un conjunto de disposiciones jurídicas de carácter general y abstracto para la debida ejecución de la ley,  a través de las cuales desarrolla las reglas y principios en ella fijados y la completa en aquellos detalles y pormenores necesarios que permiten su aplicación, pero que en ningún caso puede modificar, ampliar o restringir en cuanto a su contenido o alcance. El reglamento, como expresión de esta facultad originaria del Ejecutivo es, pues, un acto administrativo de carácter general que constituye una norma de inferior categoría y complementaria de la ley; su sumisión jerárquica a ésta (sic) en la escala normativa (principio de jerarquía normativa piramidal) es indiscutible y absoluta, toda vez que se produce en los ámbitos y espacios que la ley le deja y respecto de aquello que resulte necesario para su cumplida ejecución, sin que pueda suprimir los efectos de los preceptos constitucionales o legales ni contradecirlos, motivo por el cual si supera o rebasa el ámbito de aplicación de la ley e incursiona en la órbita de competencia del Legislador compromete su validez y, por tanto, deberá ser declarado nulo, de conformidad con lo ordenado por el numeral 2 del artículo 237 de la Constitución Política. El poder reglamentario se encuentra limitado en función a la necesidad de la cumplida ejecución de la ley y, como lo ha manifestado la jurisprudencia, la extensión de esta competencia es inversamente proporcional a la extensión de la ley, es decir, cuanto mayor sea el campo disciplinado por la ley, menor será el que corresponde al decreto reglamentario […]
 (Subrayas fuera del texto original)  
41. Así pues, para el ejercicio de la atribución de producción normativa, la administración debe limitarse a desarrollar las disposiciones respecto de las cuales sea posible predicar una relación de jerarquía, en algunos casos será la Constitución, en otros también la ley e incluso algunos preceptos reglamentarios
. De esta forma, cuando sea viable establecer esa subordinación normativa, el reglamento no puede introducir normas que no se desprendan natural y lógicamente de las disposiciones superiores, ampliar o restringir el sentido de estas, como tampoco puede suprimirlas o cambiarlas ni reglamentar materias que estén reservadas a ellas, pues en tales eventos excedería sus competencias.

42. En ese sentido, es importante señalar que a pesar de que en el medio de control de nulidad se enjuicia la legalidad de la norma reglamentaria, también es cierto que, de encontrar que el reglamento no se ajusta a los preceptos constitucionales, habrá de declararse su nulidad, habida cuenta de que el ejercicio de la potestad reglamentaria no solo está atado a la ley que desarrolla, sino también, a los postulados superiores contenidos en la Constitución Política
, así como a los fines del Estado Social de Derecho
, a los cuales no puede ser ajeno en el desarrollo de sus funciones. 
(ii) Administración y reglamentación de la carrera judicial 
43. En términos de derecho administrativo laboral, la carrera puede definirse como un sistema técnico de administración del empleo en el que el criterio esencial en la provisión de cargos públicos está dado por el mérito y la calidad de los aspirantes, lo que redunda no solo en beneficio del interés general y de los fines del Estado, quien tendrá a su servicio a los más calificados, sino también en el de los trabajadores, a quienes de esta forma se les garantiza estabilidad laboral e igualdad de oportunidades de cara al empleo.
44. Este amparo se establece debido a la forma de provisión de los empleos de dicha naturaleza; como su nombramiento responde a un concurso público pensado para garantizar un proceso de selección estricto, se busca privilegiar a quienes, en virtud de sus méritos, competencias y calidades profesionales, sociales, intelectuales y, en algunas oportunidades, incluso físicas, se han ganado el derecho al cargo.  
45. Constitucionalmente, el fundamento jurídico de dicho sistema está consignado en el artículo 125, conforme al cual, la carrera se erige como la regla general del empleo público pues, con excepción de los de elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los de trabajadores oficiales y los demás que determine la ley, los empleos en los órganos y entidades del Estado son de esta naturaleza. De igual manera, dicha norma dispone que todo tipo de cargo cuyo nombramiento no se encuentre regulado en la Constitución o en la ley debe hacerse mediante concurso público.
46. En ese orden de ideas, resulta plausible afirmar que el mérito es un principio que, por disposición del constituyente y del legislador, se encuentra inserto en la esencia misma de los empleos de carrera, apareciendo como una de las formas en las que se proyecta la satisfacción de las necesidades del servicio y de los intereses de la comunidad. Lo anterior puesto que el hecho de que las calidades intelectuales, académicas y laborales aparezcan como criterios inherentes en su provisión, juega tanto a favor de los empleados como en beneficio del Estado. 
47. Entendido así, el criterio de mérito concreta los principios de transparencia, moralidad, imparcialidad e igualdad toda vez que permite asegurar que la función pública sea desarrollada por los mejores y más capacitados funcionarios. 
48. En el caso particular de la rama judicial, el ordenamiento jurídico colombiano consagró la existencia de un sistema especial de carrera, que se explica en la potestad que, por expresa disposición del constituyente, se les confiere a ciertas entidades del Estado para administrar y vigilar su propio sistema de gestión del personal con total autonomía
. De allí que el artículo 130 superior señale que la Comisión Nacional del Servicio Civil no ejerce funciones de administración y vigilancia respecto de aquellos sistemas. 
49. El carácter especial de la carrera judicial también hace que las normas generales sobre carrera administrativa de que trata la Ley 909 de 2004 no le sean aplicables por vía directa sino solo supletoriamente cuando es posible establecer que se presentan vacíos en la normatividad que lo regula. Así lo prevé el numeral 2
 del artículo 3 de la referida Ley 909, al establecer lo relativo a su campo de aplicación.   
50. Tratándose de la Rama Judicial
, la administración y reglamentación del régimen especial de carrera le fue confiada al Consejo Superior de la Judicatura, a través de su Sala Administrativa
, a quien en tal virtud se le otorgaron amplias facultades para definir la forma, clase, contenido y todos los demás aspectos relativos a las etapas que componen el proceso de selección. Así lo disponen expresamente los artículos 256, numeral 1
, y 127, numeral 3
, de la Constitución Política. 
51. En línea con ello, el artículo 156 de la Ley Estatutaria 270 de 1996
 determina que el fundamento de la carrera judicial está dado por i) el carácter profesional de funcionarios y empleados; ii) la eficacia de su gestión; iii) la garantía de igualdad en las posibilidades de acceso a la función para todos los ciudadanos aptos y iv) la consideración del mérito como fundamento principal para el ingreso, la permanencia y la promoción en el servicio.

52. Por su parte, los artículos 85 (numerales 17 y 22) y 174 ibidem, señalan que la administración y reglamentación de la carrera judicial competen a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, quien debe ejercer tales funciones de conformidad con las disposiciones constitucionales y el contenido de la referida ley. 
53. En relación con la potestad reglamentaria que le asiste a dicha Sala Administrativa, la Corte Constitucional ha sostenido lo siguiente:
53.1. […] 7. Potestad reglamentaria de los órganos constitucionales. Límites de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura para reglamentar y administrar la carrera judicial […]
7.7 Ahora bien, lo expuesto hasta aquí en relación con las funciones del Consejo Superior de la Judicatura, particularmente aquella relativa a su facultad de reglamentar la carrera judicial, se inscribe en lo que la jurisprudencia constitucional ha denominado “potestad reglamentaria de los órganos constitucionales”. Al respecto, en la sentencia C-384 de 2003, se explicó que la potestad reglamentaria “tiene como fundamento en un Estado Social de Derecho la necesidad de adoptar disposiciones generales y abstractas mediante las cuales se desarrolle el sentido de la ley, a fin de poder hacerla ejecutable. Este poder reglamentario está limitado por el espíritu y el contenido de la ley que reglamenta. Así pues, el acto expedido en ejercicio de la potestad reglamentaria debe aportar los detalles, los pormenores de la ejecución de la ley, facilitar su entendimiento y comprensión.”
[…]

Entonces, a la luz del artículo 257 de la Constitución y la jurisprudencia de la Corte Constitucional, es claro que (i) el Consejo Superior de la Judicatura tiene potestad reglamentaria en el ámbito de la carrera judicial; (ii) dicha potestad implica la facultad de adoptar disposiciones que desarrollen el sentido de la ley para hacerla ejecutable, en este caso la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia; y (iii) la potestad en cuestión encuentra sus límites en las funciones constitucionales asignadas al Consejo Superior, lo que implica que no puede “suplantar las atribuciones propias del legislador [...]
 (Letra cursiva y negrilla del texto)

54. Visto lo anterior, es plausible afirmar que los actos administrativos que expide el Consejo Superior de la Judicatura en ejercicio de su atribución de administrar y regular la carrera judicial son típicos reglamentos que desarrollan una ley habilitante, que en este caso es la estatutaria de administración de justicia, última que junto a la Constitución definen los límites a los que debe sujetarse esa actividad de producción normativa. 

55. Ahora, es importante agregar que por disposición de la Ley 270 de 1996, artículo 204
, en cumplimiento de tal labor, el Consejo Superior de la Judicatura también debe someterse a lo dispuesto en el Decreto Ley 052 de 1987
 y el Decreto 1660 de 1978
, en la medida en que estos no sean contrarios a la Constitución y a aquella ley; lo anterior hasta que se expida la ley ordinaria que disponga un marco normativo para la carrera judicial. Aunado a lo anterior, es preciso señalar que estas disposiciones resultan aplicables sin perjuicio de las leyes ordinarias que sobre la materia y, en ejercicio de sus competencias, expida el Congreso de la República
. 
56. De acuerdo con ello, se ha entendido que dicha entidad tiene un amplio rango de acción en la configuración de las normas que puede proferir, margen cuya gradación dependerá en todo caso de la precisión o amplitud con la que las disposiciones arriba citadas hayan desarrollado el sistema de carrera judicial. A menor desarrollo constitucional y legal de dicha institución jurídica, mayor campo de acción en el ejercicio de la potestad reglamentaria que le compete al Consejo Superior de la Judicatura.  
57. Para lo que es objeto de discusión en el presente proceso, interesa anotar que en ese contexto normativo, la Ley Estatutaria de Administración de Justicia (LEAJ) se ocupó de establecer una serie de parámetros que deben regir los concursos de mérito y que pueden esquematizarse como sigue a continuación: 
	58. Requisitos para el ejercicio de cargos de carrera en la Rama Judicial

	1. Requisitos exigidos en disposiciones generales
 (art. 160 LEAJ).

2. Requisitos especiales (art. 161 LEAJ): Experiencia, capacitación y especialidad para el acceso y ejercicio de cada cargo particular de acuerdo con la clasificación que establezca la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura y las necesidades del servicio.

3. Haber superado satisfactoriamente el proceso de selección y aprobado las evaluaciones «previstas por la ley y realizadas de conformidad con los reglamentos que para tal efecto expida la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura» (art. 160 LEAJ).
4. Requisitos mínimos adicionales
 (arts. 161
 y 128
 LEAJ): 
4.1. Niveles administrativos y asistencial: Título de abogado o terminación y aprobación de estudios de derecho.

4.2. Nivel profesional: Título profesional o terminación y aprobación de estudios superiores.

4.3. Nivel técnico: Preparación técnica o tecnológica.

4.4. Nivel auxiliar y operativo: Estudios de educación media y capacitación técnica o tecnológica.


59. Ahora, en relación con los requisitos especiales exigidos para cada empleo es importante anotar que la Ley 1319 de 2009 estableció la posibilidad de acreditar la experiencia profesional para ocupar un cargo de empleado judicial demostrando la realización de ciertos estudios superiores a través de la consagración de unas reglas de equivalencia. Por la relevancia de estas dentro del caso concreto, la Sala dedicará el siguiente acápite a su estudio. 
60. De otro lado, en lo que respecta a las fases de los procesos de selección de la rama judicial, la ley estatutaria señaló en el parágrafo del artículo 162 que «[…] La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, conforme a lo dispuesto en la presente ley, reglamentará la forma, clase, contenido, alcances y los demás aspectos de cada una de las etapas […]», mientras que el artículo 164 de la misma norma, al establecer las reglas básicas relativas a las etapas del concurso de méritos, dispuso en su parágrafo 1.º que «[…] La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura reglamentará de manera general el contenido y los procedimientos de cada una de las etapas, y señalará los puntajes correspondientes a las diferentes pruebas que conforman la primera […]».
61. Ahora bien, el ejercicio de la potestad reglamentaria conferida a dicha Sala debe ejercerse teniendo como parámetro las fases que la misma Ley 270 de 1996 previó respecto del concurso público de méritos, así:
	62. Etapas del proceso de selección (art. 162 LEAJ)

	Para funcionarios

	i) concurso de méritos, ii) conformación del registro de elegibles que tendrá una vigencia de cuatro años
, iii) elaboración de listas de candidatos iv) nombramiento y v) confirmación

	Para empleados

	i) concurso de méritos, ii) conformación del registro de elegibles que tendrá una vigencia de cuatro años
, iii) elaboración de listas de elegibles, y iv) nombramiento.


63. Otra característica relevante para lo que es objeto de esta litis se encuentra consignada en el artículo 163 de la Ley Estatutaria de Administración de Justicia, de acuerdo con el cual los procesos de selección para ejercer cargos de carrera en la Rama Judicial tienen carácter permanente, abierto y público. Esta norma consagra el denominado criterio de especialidad, al señalar que la permanencia del concurso tiene como propósito «[…] garantizar en todo momento disponibilidad para la provisión de las vacantes que se presenten en cualquier especialidad y nivel dentro de la Rama Judicial […]»
. El artículo 165 de la misma norma también hace referencia a dicho principio al señalar que el registro de elegibles debe realizarse teniendo en cuenta las diferentes categorías de empleos. 
64. Sobre las particularidades del concurso público de méritos para ejercer cargos de carrera judicial y la forma en que se manifiesta el principio de especialidad en tales procesos de selección, en sentencia C-532 de 2013, la Corte Constitucional sostuvo que:

64.1. […] el legislador puede consagrar reglas especiales y particulares que rijan la elección de los funcionarios judiciales, como ya se dijo, siempre que las mismas se expidan en el marco del concurso público de méritos y, además, respondan a las particularidades propias que identifican a cada instancia judicial, básicamente en desenvolvimiento del criterio de especialidad que distingue las diferentes categorías de empleos y las habilidades que se exigen para cada uno de ellos […]
(iii) Reglas de equivalencia entre requisitos de estudios y experiencia profesional exigidos en concursos de mérito para proveer cargos de carrera de empleados de la Rama Judicial
65. De manera general, las normas que se encargan de regular la función pública suelen establecer reglas que autorizan acreditar algunos requisitos generales con el cumplimiento de otros, por considerar que son equivalentes. De esta forma, se ha admitido por ejemplo que las exigencias relativas al estudio se satisfagan demostrando experiencia profesional relacionada con el área de conocimiento respectivo pues se entiende que esta es una de las herramientas que permiten garantizar el principio del mérito. En efecto, la solvencia laboral que se pretende de quienes han de ejercer cargos públicos de carrera puede adquirirse no solo con la realización de estudios en la academia sino también a partir de las destrezas y conocimientos que se obtienen con el ejercicio de la profesión u oficio.
66. En el caso puntual de la Rama Judicial, los Decretos Ley 1768 de 1986 (artículo 15)
 y 052 de 1987 (artículo 41, parágrafo) se encargaron de habilitar y establecer las equivalencias entre requisitos de educación y experiencia. 
67. Debido a que la Ley 270 de 1996 nada dijo al respecto, en principio, con fundamento en su artículo 204, se llegó a considerar que, mientras que se expidiera la ley ordinaria que regulara la carrera judicial, se debían seguir aplicando las reglas de equivalencias contenidas en el artículo 41 del Decreto Ley 052 de 1987. 

68. No obstante, en la sentencia C-308 de 2004, la Corte Constitucional, al conocer de una demanda interpuesta en contra de algunos artículos del Decreto Ley 052 de 1987, incluido el 41, se declaró inhibida para pronunciarse por considerar que este había sido derogado tácitamente por la Ley 270 de 1996. Al respecto, indicó:
68.1. […] Los artículos 127 y 128 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, establecen los requisitos generales y adicionales para el desempeño de cargos de funcionarios en la Rama Judicial, y los artículos 160 y 161 contemplan los requisitos especiales para ocupar cargos en la carrera judicial y los requisitos adicionales para el desempeño de cargos de carrera en la Rama Judicial, normas éstas que exigen experiencia profesional por un período determinado, según el cargo al cual se aspire. Así las cosas, a juicio de la Corte, los artículos 30 y 41 fueron derogados tácitamente por las normas citadas del Estatuto en cuestión, y por ende no se encuentran vigentes, razón por la cual se hace innecesario un pronunciamiento de fondo, como quiera que no se encuentran produciendo ningún efecto jurídico […]
69. A pesar de que la providencia aludió a la derogatoria tácita de la experiencia profesional, más no a las reglas de equivalencia consagradas en el parágrafo del artículo 41 ibidem, la administración judicial entendió que este asunto también había sido derogado, por lo que dejó de admitir la posibilidad de homologar los requisitos de estudio y experiencia. 
70. Por tal motivo, en el año 2009, el Congreso de la República expidió la Ley 1319, «[…] Por medio de la cual se reconoce la aplicación de equivalencias entre estudios superiores y experiencia profesional para ocupar cargos de empleados judiciales en la Rama Judicial […]»
. Con tal fin, su artículo 1 contempló la posibilidad de acreditar la experiencia profesional exigida con la realización de estudios superiores, así: 
	71. Estudio
	Equivale en experiencia profesional a

	Título de posgrado en la modalidad especialización profesional
	Dos años 

	Título de posgrado en la modalidad maestría
	Tres años 

	Título de posgrado en la modalidad doctorado o posdoctorado
	Cuatro años 


72. A efectos de que se admita la respectiva equivalencia, el mismo artículo exige (i) demostrar el título profesional y (ii) que la formación superior guarde correspondencia con las funciones propias del cargo a desempeñar. De igual manera, por disposición del parágrafo 1.º ejusdem, en la aplicación de estas equivalencias, se permite acumular hasta dos títulos de posgrados. 
73. Es importante señalar que el artículo 3 de la Ley 1319 de 2009 derogó expresamente todas las disposiciones que le fueran contrarias, por lo que ha de entenderse que la regla de equivalencia entre la educación superior y la experiencia contemplada en el parágrafo del artículo 41 del Decreto Ley 052 de 1987 fue objeto de tal derogatoria.
74. Ahora, en relación con la naturaleza de la Ley 1319 de 2009, cabe señalar que se trata de una ley ordinaria. Aunque originalmente esta norma pretendía modificar el artículo 129 de la Ley Estatutaria de Administración de Justicia y, por ello, en principio se presentó como un proyecto de ley estatutaria, su texto y trámite se modificaron al de una ley ordinaria pues el legislador consideró que esta materia no estaba sujeta a reserva de ley estatutaria, decisión que fue justificada en informe aprobado unánimemente por la respectiva Comisión. Sobre el particular, precisó el informe:
74.1. […] “El artículo 152, literal b), de la Constitución Política, determina que: “Mediante las leyes estatutarias, el Congreso de la República regulará las siguientes materias: (…) b) Administración de justicia. Sobre el alcance de la reserva de Ley Estatutaria la honorable Corte Constitucional se ha pronunciado en diversas oportunidades. Como regla general ha esgrimido que la interpretación de sus materias debe hacerse de manera restrictiva, pues un actuar de manera contraria se traduciría en un vaciamiento de las competencias asignadas al legislador ordinario […] la jurisprudencia constitucional ha defendido una interpretación restrictiva del principio de reserva de ley estatutaria en materia de administración de justicia, conforme a la cual, no todos los tópicos relacionados con la administración de justicia han de ser regulados por una ley de esta naturaleza […]
En desarrollo de lo anterior se concluye que la regulación prevista en este proyecto de ley, de acuerdo con la cual es posible aplicar equivalencias entre estudios superiores y experiencia profesional para ocupar cargos de empleados judiciales en la Rama Judicial, no está dentro de las materias específicas que han sido reconocidas por la honorable Corte Constitucional como parte integrante de la reserva de ley estatutaria en lo referente a la administración de justicia. Esto es así en la medida en que las mencionadas equivalencias: i) No afectan la estructura general de la administración de justicia. ii) No desarrollan ni establecen principios sustanciales o procesales sobre la materia, y menos aún, iii) Tocan aspectos sustanciales de esta rama del poder público. Ahora bien, para evitar cualquier inconveniente en el trámite del proyecto, especialmente, en la medida en que se hace referencia a la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, se propone mantener el articulado como una ley ordinaria, excluyendo las referencias existentes a la citada Ley Estatutaria […]
(iv) Estructura y funcionamiento de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial
75. Toda entidad del Estado tiene dispuesto un número determinado de empleos a través del cual satisface los fines y las funciones que le han sido atribuidas desde el ordenamiento jurídico. Este concepto responde a lo que, en materia de función pública, se conoce como planta de personal. El factor concluyente en su creación está dado por las necesidades del servicio ya que la definición clara de estas permite el diseño de la estructura organizacional, lo que conduce a decidir aspectos como la cantidad, la naturaleza y el contenido funcional de los empleos requeridos, con su respectiva clasificación. 

76. En esos términos, por planta de personal puede entenderse la determinación, tanto cualitativa como cuantitativa, de los empleos públicos que integran una entidad estatal a efectos de lograr el cumplimiento de los fines constitucionales y legales a los que responde su creación y funcionamiento. 

77. Ahora bien, es importante explicar que existen dos modalidades de plantas de personal. La primera de ellas es la «estructural», en la que los cargos que componen una determinada entidad están relacionados en forma precisa y distribuidos en las diferentes dependencias o unidades en que se divide el organismo, lo que significa que cualquier cambio o redistribución de empleos de una a otra área tiene que contar previamente con la respectiva decisión a través de la cual se modifique la planta de personal, con todo lo que ello implica.

78. Por otra parte, se encuentra la planta de personal «global», que se caracteriza porque, en ella, todos los empleos se encuentran agrupados y dependen de la dirección general de la entidad, lo que supone para el nominador la atribución de realizar los movimientos que estime convenientes según las necesidades del servicio y los proyectos del respectivo organismo. En ese orden de ideas, aunque esta tipología de planta de personal también exige la relación detallada de los empleos que integran la entidad, no hace falta identificar su ubicación en una determinada dependencia, lo que puede llegar a facilitar la rotación del personal en pro de mayor agilidad, eficiencia y productividad para alcanzar las metas propuestas por la organización.
79. Sobre el carácter flexible que es característica de las plantas globales, la Corte Constitucional, en sentencia C-447 de 1996 señaló que «[…] no se predica de la función asignada al empleo sino del número de funcionarios que pueden cumplirla, pues, siguiendo el ejemplo anotado, si se trata del cargo de "Técnico en ingresos públicos" su función siempre será la misma, sin interesar la dependencia a la cual pertenezca […]».
80. Visto lo anterior, interesa anotar que el empleo público puede definirse como el conjunto de funciones, tareas y responsabilidades asignadas a una persona, al igual que las competencias necesarias para ejercerlas, todo lo cual debe propender por un fin último que es la realización de los planes de desarrollo y de los fines estatales. Es por ello que el diseño de cada empleo supone definir aspectos como su contenido funcional y los requisitos de estudio, experiencia y otros necesarios para ingresar al servicio.

81. En cuanto al contenido funcional del empleo público, es importante anotar que puede asignarse vía constitucional, legal o reglamentaria, tal y como lo disponen los artículos 121, 122 y 123 superiores
. Cuando se habla del reglamento como fuente normativa para la asignación de labores a los empleos públicos, aparece lo que se conoce como manuales de funciones y competencias laborales. 
82. Estos pueden ser entendidos como una herramienta de gestión del empleo que identifica cada cargo que compone la planta de personal y establece en forma detallada sus responsabilidades, labores y facultades, al igual que las exigencias para su desempeño, las cuales están referidas a conocimientos, experiencia y otros factores con los que se miden las aptitudes requeridas para ocupar un determinado empleo.
83. Sobre los diferentes niveles jerárquicos en los que se clasifica el empleo, es preciso indicar que han sido diseñados atendiendo a la naturaleza general de sus funciones, las competencias y los requisitos mínimos definidos para su ejercicio. En la medida en que el nivel sea mayor, el contenido funcional del empleo se caracterizará por funciones más generales, la atribución de una mayor autoridad y, consecuentemente, mayor rigurosidad en la responsabilidad en su ejercicio. 
84. Una vez establecido el anterior marco general, es importante señalar que, según el artículo 98 de la Ley 270 de 1996, la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, en adelante DEAJ, «[…] es el órgano técnico y administrativo que tiene a su cargo la ejecución de las actividades administrativas de la Rama Judicial […]». En cuanto a la estructura de esta Dirección, la misma norma prevé que de ella «[…] dependerán las Unidades de Planeación, Recursos Humanos, Presupuesto, Informática y las demás que cree el Consejo conforme a las necesidades del servicio.»
85. En armonía con ello, el artículo 199 ibidem le atribuyó a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura la facultad de adoptar las decisiones necesarias con el fin de poner en funcionamiento la estructura administrativa de la corporación. En desarrollo de esta competencia, dicha Sala expidió el Acuerdo 74 del 15 de abril de 1996
, cuyo artículo 6 previó la composición de la DEAJ, a través de las siguientes dependencias:
(i) Unidad Administrativa

(ii) Unidad de Presupuesto 
(iii) Unidad de Planeación
(iv) Unidad de Asistencia Legal
(v) Unidad de Recursos Humanos 
(vi) Unidad de Informática
86. Mediante el Acuerdo PSAA12-9719 del 17 de octubre de 2012, se incluyó como una nueva dependencia de la DEAJ a la Unidad de Infraestructura Física, cuya planta de personal fue definida en el mismo acto administrativo. 
87. Ahora bien, el mencionado Acuerdo 74 del 15 de abril de 1996 dispuso en su artículo 7 que, mediante actos separados, la Sala Administrativa de la entidad definiría su (i) organización y planta de personal, (ii) los requisitos para el desempeño de los cargos y su correspondiente nivel salarial, al igual que (iii) las funciones detalladas de los cargos, aspectos que también debía determinar respecto de las Salas Administrativas de los Consejos Seccionales de la Judicatura, de la DEAJ y de las Direcciones Seccionales de la Rama Judicial. 
88. Para dar cumplimiento a esta labor en lo que respecta a la DEAJ, el Consejo Superior de la Judicatura, a través de su Sala Administrativa, expidió los actos administrativos que se señalan a continuación agrupados por dependencias:

	88.1. Unidad
	Acuerdo
	Asunto

	Informática
	175 del 30 de julio de 1996
	Por medio del cual se estructura la Unidad de Informática de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial; se señalan sus funciones; se crea su planta de personal, y se dictan otras disposiciones

	
	129 del 26 de agosto de 1997
	Por medio del cual se suprimen y se crean unos cargos 

	
	382 del 15 de octubre de 1998
	Por el cual se adopta el Manual de Funciones 

	Asistencia legal
	199 del 5 de septiembre de 1996
	Por medio del cual se crea la planta de personal 

	
	381 del 15 de octubre de 1998
	Por el cual se expide el Manual de Funciones 

	Administrativa
	252 del 2 de octubre de 1996
	Por medio del cual se crea la planta de personal 

	
	378 del 15 de octubre de 1998
	Por el cual se expide el manual de Funciones 

	Planeación
	261 del 8 de octubre de 1996
	Por medio del cual se crea la planta de personal (derogado por el Acuerdo 317 del 9 de julio de 1998)

	
	317 del 9 de julio de 1998
	Por el cual se definen las funciones y la planta de personal 

	
	318 del 9 de julio de 1998
	Por el cual se expide el Manual de Funciones 

	Presupuesto
	256 del 3 de octubre de 1996
	Por el cual se definen la estructura organizacional y funciones (derogado por el Acuerdo 319 del 9 de julio de 1998)

	
	319 del 9 de julio de 1998
	Por el cual se define la estructura organizacional y funciones 

	
	320 del 9 de julio de 1998
	Por el cual se expide el manual de Funciones 

	Recursos Humanos
	253 del 2 de octubre de 1996
	Por medio del cual se crea la planta de personal 

	
	380 del 15 de octubre de 1998
	Por el cual se adopta el Manual de Funciones 


89. La anterior reglamentación, en lo que se refiere a los manuales de funciones de los empleos de la DEAJ, tiene un importante antecedente judicial en la sentencia del 1.º de septiembre de 2015
, proferida por la Sala Especial n.º 7 de Decisión del Consejo de Estado. 
90. En ella, la Corporación declaró la prosperidad del recurso extraordinario de súplica interpuesto y, por ende, anuló el Acuerdo 345 del 3 de septiembre de 1998, que convocó a concurso de méritos para la provisión de cargos de carrera en la DEAJ. Lo anterior puesto que, al estudiar el contenido de dicho acto, encontró que antes de abrirse la convocatoria, no se determinaron de manera concreta las funciones de los cargos a proveer, requisito que consideró indispensable para garantizar la realización de los principios de legalidad, buena fe, confianza legítima, igualdad de oportunidades, debido proceso, moralidad, eficacia, imparcialidad y publicidad, como también la adecuada destinación de recursos públicos. 
91. Al respecto, la decisión judicial indicó lo siguiente:
[…] para efectos del concurso, antes de la convocatoria, las funciones de cada uno de los cargos de carrera tenían que conocerse, es decir, encontrarse detalladas y descritas en los manuales de funciones de la entidad o de sus unidades, de manera que no bastaba la indicación previa y general de su tipo y la naturaleza, según el nivel ocupacional del cargo, pues si bien con ello se fijó el marco para la elaboración de los manuales referidos, esto no permite (i) establecer las aptitudes y capacidades que se requieren para el desempeño adecuado del cargo, (ii) realizar una escogencia objetiva en condiciones de igualdad, (iii)  fijar los factores de evaluación, (iv) determinar las sanciones por omisión y extralimitación de las funciones y (v) señalar los salarios que los servidores deberán recibir, entre otros aspectos de la administración de personal.

De hecho, prueba de que ello es así, es que, como ya se señaló, con posterioridad a la convocatoria al concurso de méritos, esa Sala expidió los manuales de funciones de las unidades de Control Disciplinario (Acuerdo 379 del 15 de octubre de 1998), Informática (Acuerdo 382 del 15 de octubre de 1998) y Administrativa (Acuerdo 378 del 19 de septiembre de 2007), en los cuales se encuentran enumeradas y especificadas todas y cada una de las funciones de la totalidad de cargos de carrera de su planta de personal […]
(v) Caso concreto
· Acuerdo PSAA12-9663 del 28 de agosto de 2012
92. El objeto de esta norma reglamentaria es definir los requisitos mínimos y niveles ocupacionales de los cargos de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, para lo cual dispuso la derogatoria expresa de las normas que se ocupaban de este asunto en los Acuerdos 22 y 97 de 1994, 25 de 1997 y 345 de 1998. Según el objeto de controversia, del contenido de aquel acto interesa resaltar las siguientes normas:
[…] ARTÍCULO 1° De conformidad con el artículo 161 de la Ley 270 de 1996, los cargos de empleados de carrera de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial se clasifican en los siguientes niveles ocupacionales: 

Nivel Profesional 

Nivel Técnico 

Nivel Auxiliar 

Nivel Operativo 
PARÁGRAFO.- La clasificación por niveles, tipifica la naturaleza general de los requisitos y las funciones de los diferentes empleos. 

ARTÍCULO 2.° De conformidad con el artículo 161 de la Ley 270 de 1996 y los Decretos 847 y 874 de 2012, la nomenclatura, nivel ocupacional y requisitos mínimos de los cargos de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, es el siguiente:
	NIVEL PROFESIONAL

	DENOMINACIÓN
	GRADO
	REQUISITOS

	Director de Unidad
	Nominado
	Título de formación profesional; título de postgrado y ocho (8) años de experiencia profesional.



	Director Administrativo
	Nominado
	Título de formación profesional; título de postgrado y cuatro (4) años de experiencia profesional.

	Profesional Universitario
	20
	Título de formación universitaria y Tres (3) años y seis (6) meses de experiencia profesional

	Profesional Universitario
	19
	Título de formación universitaria y dos (2) años y seis (6) meses de experiencia profesional y seis (6) meses de experiencia relacionada.

	Profesional Universitario
	18
	Título de formación universitaria y tres (3) años de experiencia profesional.

	Profesional Universitario
	17
	Título de formación universitaria y dos (2) años y seis (6) meses de experiencia profesional y seis (6) experiencia relacionada

	Profesional Universitario
	16
	Título de formación universitaria y dos (2) años y seis (6) meses de experiencia profesional.

	Profesional Universitario
	15
	Título de formación universitaria y dos (2) años de experiencia profesional.

	Profesional Universitario
	14
	Título de formación universitaria y un (1) año y seis (6) meses de experiencia profesional.

	Profesional Universitario
	13
	Título de formación universitaria y un (1) año de experiencia profesional.

	Profesional Universitario
	12
	Título de formación universitaria y un (1) año y seis (6) meses de experiencia relacionada.

	Profesional Universitario
	11
	Terminación y aprobación de todas las materias que conforman el pensum académico de la respectiva formación universitaria y un (1) año de experiencia relacionada.


	NIVEL TÉCNICO

	DENOMINACIÓN
	GRADO
	REQUISITOS

	Técnico
	18
	Título de formación técnica profesional y cuatro (4) años y seis (6) meses de experiencia relacionada.

	Técnico
	17
	Título de formación técnica profesional y cuatro (4) años y seis (6) meses de experiencia relacionada.

	Técnico
	16
	Título de formación técnica profesional y tres (3) años y seis (6) meses de experiencia relacionada

	Técnico
	15
	Título de formación técnica profesional y tres (3) años de experiencia relacionada.

	Técnico
	14
	Título de formación técnica profesional y dos (2) años y seis (6) meses de experiencia relacionada.

	Técnico
	13
	Título de formación técnica profesional y dos (2) años de experiencia relacionada.

	Técnico
	12
	Título de formación técnica profesional y un (1) año y seis (6) meses de experiencia relacionada.

	Técnico
	11
	Título de formación técnica profesional y un (1) año de experiencia relacionada.


	NIVEL AUXILIAR

	DENOMINACIÓN
	GRADO
	REQUISITOS

	Asistente Administrativo
	10
	Diploma en Educación Media y tres (3) años y seis (6) meses de experiencia relacionada

	Asistente Administrativo
	09
	Diploma en Educación Media y tres (3) años de experiencia relacionada.

	Asistente Administrativo
	08
	Diploma en Educación Media y dos (2) años y seis (6) meses de experiencia relacionada

	Asistente Administrativo
	07
	Diploma en Educación Media y dos (2) años de experiencia.

	Asistente Administrativo
	06
	Diploma en Educación Media y un (1) año y seis (6) meses de experiencia relacionada.

	Asistente Administrativo
	05
	Diploma en Educación Media y un (1) año de experiencia.

	Asistente Administrativo
	04
	Diploma en Educación Media y seis (6) meses de experiencia relacionada.


	NIVEL OPERATIVO

	DENOMINACIÓN
	GRADO
	REQUISITOS

	Auxiliar de Servicios Generales


	05
	Diploma en Educación Media y un (1) año de experiencia relacionada.

 

	Auxiliar de Servicios Generales
	04
	Diploma en Educación Media y seis (6) meses de experiencia relacionada.

	Auxiliar de Servicios Generales
	03
	Aprobación de cuatro (4) años de educación secundaria y un (1) año y seis (6) meses de experiencia relacionada

	Auxiliar de Servicios Generales
	02
	Aprobación de cuatro (4) años de educación secundaria y un (1) año de experiencia relacionada.

	Auxiliar de Servicios Generales
	01
	Aprobación de dos (2) años de educación secundaria


[…] 

ARTÍCULO 8°.- Los requisitos mínimos de que trata el presente Acuerdo, de conformidad con la jerarquía, responsabilidad y funciones de cada empleo, podrán compensarse aplicando las equivalencias establecidas en la Ley 1319 de 2009, así: Cuando se exija experiencia profesional para ocupar un cargo de empleado judicial, la misma se podrá acreditar de acuerdo con las siguientes equivalencias: 

- Un (1) título de posgrado en la modalidad de especialización profesional por dos (2) años de experiencia profesional, siempre y cuando dicha formación superior corresponda a las funciones propias del cargo a desempeñar y se acredite el respectivo título profesional. 

- Un (1) título de posgrado en la modalidad de maestría por tres (3) años de experiencia profesional, siempre y cuando dicha formación superior corresponda a las funciones propias del cargo a desempeñar y se acredite el respectivo título profesional. 

- Un (1) título de posgrado en la modalidad de doctorado o pos-doctorado por cuatro (4) años de experiencia profesional, siempre y cuando dicha formación superior corresponda a las funciones propias del cargo a desempeñar y se acredite el respectivo título profesional. 
En ningún caso se admitirá la acumulación de más de dos (2) títulos de posgrado para aplicar las equivalencias señaladas en el presente artículo. 

De otra parte, en los cargos que se exija como requisito el título de postgrado, se aplicará la siguiente equivalencia: 

- Tres (3) años de experiencia profesional específica o relacionada por el título de postgrado y su correspondiente formación académica, siempre que se acredite el título de formación universitaria. 

ARTÍCULO 9°. Los requisitos específicos señalados en el presente Acuerdo se exigirán a quienes ingresen al servicio con posterioridad a la fecha de su expedición […]»
93. Visto lo anterior, conviene señalar que, según la demandante, la validez del Acuerdo PSAA12-9663 del 28 de agosto de 2012 se encuentra afectada pues incurrió en las siguientes irregularidades, a cuyo estudio procede esta Sala.
· Reproche 1. No ajustó, modificó ni actualizó el manual de funciones respecto de los cargos cuyos requisitos y niveles ocupacionales modificó
94. Este argumento no está llamado a prosperar por varias razones. En primer lugar, porque a través del Acuerdo PSAA12-9663 del 28 de agosto de 2012 «[…] se modifican los Acuerdos 22 y 97 de 1994, 025 de 2007 y 345 de 1998, respecto de los requisitos mínimos y niveles ocupacionales de los cargos de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial […]». En ese orden de ideas, cualquier reproche que pretenda señalar que los manuales de funciones no se avienen a los niveles ocupacionales y requisitos mínimos que prevé el Acuerdo PSAA12-9663 o que se encuentran desactualizados, debe formularse propiamente respecto de aquellos manuales. Sin embargo, los Acuerdos 175 de 1996; 317, 318, 319, 320, 378, 380, 381, 382 de 1998 que los contienen no están incluidos en las pretensiones de nulidad del presente medio de control judicial, lo que impide su estudio.
95. No obstante, cabe señalar que, en relación con los manuales de funciones y competencias laborales, la demandante sostiene, con fundamento en el artículo 3, numeral 2 de la Ley 909 de 2004, que deben aplicarse supletoriamente las normas de la carrera administrativa general contenidas en los Decretos Leyes 770
 y 785
 de 2005, al igual que en los Decretos reglamentarios 2539
 y 1785
 de 2014. 
96. La Sala se aparta de tal razonamiento al entender que estos preceptos excluyen expresamente de su ámbito de aplicación al Consejo Superior de la Judicatura cuando señalan que lo previsto en ellas «[…] no se aplica a los organismos y entidades cuyas funciones y requisitos están o sean definidas por la Constitución o la ley […]», lo que naturalmente sucede con la entidad demandada, cuyas atribuciones se encuentran definidas en los artículos 254 y siguientes de la Norma de Normas, al igual que en la Ley Estatutaria 270 de 1996 y, en cuanto no sean contrarias a estas, en el Decreto-Ley 052 de 1987 y Decreto 1660 de 1978.
97. En todo caso, es importante señalar que, frente al reproche por la presunta falta de actualización de los manuales de funciones y competencias laborales, ante la ausencia de una norma que establezca de manera clara la periodicidad con que estos deben reformarse en el caso del Consejo Superior de la Judicatura, la simple afirmación de que no se encuentran al día por haberse expedido hace ya varios años no permite demostrar que, en efecto, la realidad y el paso del tiempo han desbordado sus contenidos. 
98. La señora Luz Mónica Acevedo Talero precisó que prueba de ello eran las constancias expedidas por la directora administrativa de la División de Asuntos Laborales de la DEAJ
, en las que, según afirmó, para dar cuenta de las funciones ejercidas por los funcionarios que solicitaron tales certificaciones, se acudió no solo a los manuales de funciones sino también a las que reportaron los respectivos directores de unidad. 

99. Sobre el particular, lo primero que advierte la Sala es que el hecho de que las funciones deban estar consignadas en el respectivo manual, no obsta para que el jefe directo expida una certificación de las labores de las que se ocupa el personal a su cargo. Ello, per se, no puede ser indicativo de la desactualización del manual, máxime si se tiene en cuenta que las funciones que de esta forma relaciona el respectivo superior jerárquico, en muchas ocasiones, pueden llegar a ser muy detalladas y, con ello, enmarcarse dentro de las labores que en términos más generales ha definido el manual correspondiente.  

100. Además, las aseveraciones de la demandante sobre este asunto están desprovistas de un reproche concreto que las ponga en evidencia de manera patente. A esto se suma que no están soportadas en una prueba que genere la convicción necesaria para concluir que en efecto le asiste la razón. 
101. En criterio de la Sala, la creación y la modificación de los manuales de funciones y competencias laborales involucran conocimientos especializados en técnicas de gestión de talento humano y en metodologías de diseño organizacional y ocupacional de la administración pública, de manera que la prueba idónea para dar cuenta de la irregularidad alegada habría sido una pericial, claro está, si se hubieran formulado las pretensiones de nulidad en contra de aquellos actos. 
102. Así las cosas, los motivos que se anotaron, sumados a la ausencia de una prueba técnica que demuestre plenamente la necesidad de actualización de los manuales de funciones de las unidades que componen la DEAJ, conlleva a descartar la prosperidad de las alegaciones que formuló la demanda al respecto.
· Reproche 2. No estableció la formación específica que se exige para cargos que requieren título de formación profesional, universitaria, técnica o títulos de posgrado

103. Para resolver esta controversia, es preciso reiterar que la finalidad del acto sub examine fue modificar los niveles ocupacionales y los requisitos mínimos de los cargos que componen las plantas de personal de las unidades de la DEAJ. El Acuerdo PSAA12-9663 del 28 de agosto de 2012 no tenía por objeto incluir ni modificar otro tipo de requisitos como los específicos a los que alude la demandante, quien censura que el acto no detalló para cada empleo puntual el área de conocimiento a acreditar. Esta afirmación, además de ser cierta, no constituye una anomalía pues la definición de los requisitos específicos desbordaba la finalidad del acuerdo, correspondiéndole en cambio a los actos por medio de los cuales se establecieron los manuales de funciones correspondientes o, en su defecto, al Acuerdo PSAA12-9664 del 28 de agosto de 2012, «Por medio del cual se reglamenta la convocatoria a concurso de méritos […]», cuyo artículo 3 se ocupó de regular esta materia.
104. Ahora bien, en lo que sí le asiste razón a la señora Luz Mónica Talero Acevedo es que el citado acuerdo, en su artículo 9, se refirió a los requisitos mínimos definidos para cada nivel ocupacional como «requisitos especiales», lo cual resulta impreciso pues según se explicó se trata de exigencias de diferente naturaleza. Por este motivo, se anulará la expresión «especiales» contenida en aquella disposición.  
· Reproche 3. Incluyó equivalencias no contempladas en la Ley 1319 de 2009.

105. En este aspecto, la Sala observa que le asiste razón a la demandante de acuerdo con las siguientes consideraciones. Según se analizó, el Congreso de la República, por medio la Ley 1319 de 2009, contempló la posibilidad de que, «[…] cuando se exija experiencia profesional para ocupar un cargo de empleado judicial […]», este requisito se satisfaga acreditando estudios superiores de posgrado en la modalidad de especialización, maestría y doctorado o posdoctorado, los que, en el mismo orden, equivalen a dos, tres y cuatro años de experiencia profesional. 

106. No obstante, el artículo 8 del Acuerdo PSAA12-9663 del 28 de agosto de 2012, además de reproducir las anteriores reglas, adicionó una nueva con ocasión de la cual cuando «[…] se exija como requisito el título de postgrado […]», su cumplimiento se puede suplir demostrando «[…] Tres (3) años de experiencia profesional específica o relacionada por el título de posgrado y su correspondiente formación académica […]». 
107. Como puede observarse, el acuerdo acusado admitió el cumplimiento de requisitos de estudio superiores a través de la acreditación de experiencia, cuando en realidad las equivalencias que previó la ley están diseñadas para satisfacer requisitos de experiencia demostrando la realización de estudios superiores. Es decir que el acto acusado invirtió el supuesto de hecho previsto por el legislador para la aplicación del sistema de equivalencias, agregando una hipótesis que carece de consagración legal. 

108. Al ser un reglamento que desarrolla una ley habilitante, la potestad reglamentaria que condujo a la expedición del Acuerdo PSAA12-9663 del 28 de agosto de 2012 debió ejercerse de conformidad con las normas superiores a las que se encontraba sometida, esto es, la Constitución Política, la Ley Estatutaria de Administración de Justicia e incluso las leyes ordinarias que sobre la materia y dentro de sus competencias hubiese expedido el Congreso de la República. 

109. Por tal motivo, es posible concluir que, al agregar un supuesto de hecho de aplicación de equivalencias que no fue determinado en la Ley 1319 de 2009, el acto objeto de control, en su artículo 8, rebasó el contenido de esta y modificó su alcance, lo que en otras palabras significa que la autoridad administrativa excedió el ejercicio de la potestad reglamentaria. En tal virtud, se declarará la nulidad parcial del artículo 8 del acuerdo objeto de revisión. 
· Acuerdo PSAA12-9664 del 28 de agosto de 2012

110. Por medio de este acto administrativo, «[…] se reglamenta la convocatoria a concurso de méritos para la conformación de registros de elegibles para la provisión de cargos de empleados de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial». Según la demandante, el acuerdo en cuestión adolece de nulidad por las siguientes razones:
· Reproche 1. No estableció de manera precisa y objetiva los requisitos generales frente a los cargos incluidos en la convocatoria ni el número de empleos ofertados, como tampoco las funciones asignadas a cada uno de ellos ni su remuneración. 
111. Esta crítica no tiene vocación de prosperidad por las razones que se exponen en las siguientes líneas. En primer lugar, el numeral 2 del artículo 2 del Acuerdo PSAA12-9664 del 28 de agosto de 2012 sí se ocupó de los requisitos generales, señalando como tales «Presentar solicitud de inscripción en la forma y dentro de los términos que más adelante se señalan; Ser ciudadano en ejercicio y estar en pleno goce de sus derechos civiles; No estar incurso en causal de inhabilidad o incompatibilidad; Reunir los requisitos mínimos exigidos para los cargos de aspiración; No haber llegado a la edad de retiro forzoso (65 años)».
112. En relación con los demás requisitos, es preciso señalar que los específicos se definieron para cada cargo ofertado en el artículo 2, numeral 3, del citado acuerdo, mientras que los mínimos fueron establecidos en el Acuerdo PSAA12-9663 del 28 de agosto de 2012, según se explicó en precedencia, sin que de esta circunstancia se desprenda algún tipo de irregularidad.  
113. En lo que se refiere a la supuesta ausencia de determinación de las funciones propias de los cargos a proveer, no se advierte que la convocatoria haya incurrido en ningún vicio pues lo cierto es que estas se encontraban definidas previamente en los respectivos manuales de funciones que se adoptaron respecto de cada una de las unidades que componen la DEAJ, a través de los Acuerdos 175 de 1996; 317, 318, 319, 320, 378, 380, 381, 382 de 1998.
114. La demandante también sustentó la alegada vaguedad de las funciones correspondientes a cada empleo en la presunta falta de criterios y metodología para el proceso de evaluación de los empleados de la DEAJ. Debido a que los argumentos planteados en ese sentido no permiten establecer con total claridad la dirección a la que apuntan, la Sala habrá de señalar que, si lo pretendido por la señora Luz Mónica Acevedo Talero era censurar una ausencia de reglamento para la calificación de servicios en la Rama Judicial de cara a la permanencia en el cargo, ello escaparía al objeto de los actos demandados y, por consiguiente, de la litis. No obstante, lo cierto es que a través del Acuerdo 1392 del 21 de marzo de 2002, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura reglamentó «[…] la evaluación y calificación de servicios de los funcionarios y empleados de carrera de la Rama Judicial».   
115. La otra lectura que puede otorgársele a aquella inconformidad es que, en el marco del concurso de méritos, no se definieron unos parámetros claros de evaluación que permitieran medir los conocimientos requeridos para desempeñar cada cargo según su contenido funcional específico. En efecto, tal parece ser el sentido de la demanda cuando, para ejemplificar, sostiene que las pruebas aplicadas a un aspirante a un cargo de la Unidad de Asistencia Legal deben ser de contenido jurídico y definirse de manera puntual según la división a la que pertenezcan. 
116. Sobre este punto, no se evidencia que la convocatoria incurra en algún vicio o irregularidad. Por disposición de los artículos 162 y 164 de la Ley 270 de 1996, a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura le corresponde la reglamentación general de las etapas que componen el concurso de méritos, mandato que en el caso bajo examen fue atendido por el Acuerdo PSAA12-9664 del 28 de agosto de 2012, cuyo artículo 2 numeral 6.1 dispuso lo siguiente:
[…] 6.1 Etapa de Selección 
Tiene por objeto la escogencia de los aspirantes que harán parte del correspondiente Registro de Elegibles y para este concurso está conformada, con efecto eliminatorio, por las pruebas de conocimientos, aptitudes y/o habilidades según el cargo o los cargos de aspiración. 
Las pruebas evaluarán, según el cargo o los cargos de aspiración, conocimientos, aptitudes y/o habilidades. 

Estas pruebas se calificarán en una escala de 0 a 1000 y para aprobarlas se requiere obtener un puntaje mínimo de 800 puntos. Sólo quienes obtengan un puntaje igual o superior, en cada una de las pruebas, podrán continuar en el proceso de selección.
6.1.1 Pruebas de Aptitud y de Conocimientos 
Los concursantes admitidos al concurso serán citados en la forma indicada en el numeral 7 del presente Acuerdo. Se aplicará una prueba de aptitud y otra de conocimientos, las cuales se llevarán a cabo en una misma sesión. Ambas revisten carácter eliminatorio, de modo que a quienes superen la primera, les será evaluada la segunda. 
En consecuencia, quienes no superen la primera serán eliminados y no procederá la valoración de la segunda, así mismo, aquellos aspirantes que no superen la segunda, quedarán eliminados del proceso de selección. 
En el proceso de calificación de las pruebas de aptitud, se tendrán en cuenta los niveles ocupacionales establecidos en el artículo 161 de la Ley 270 de 1996, y se construirán escalas estándar de 1 a 1000. De igual manera se procederá con la valoración de la prueba de conocimientos. Para aprobar las pruebas de aptitud y de conocimientos los aspirantes requerirán obtener un mínimo de 800 puntos. Sólo los aspirantes que obtengan dicho puntaje en cada una de las pruebas podrán continuar en el concurso. 
El diseño, administración y aplicación de las pruebas, será determinado por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, bajo la coordinación de la Unidad de Administración de la Carrera Judicial […] (subraya fuera del texto original)
117. Como puede observarse, en el proceso de selección controvertido sí se fijaron unas reglas por las que habría de regirse la etapa de pruebas de aptitud y conocimientos a aplicar. Además, se destaca del texto precitado que «[…] Las pruebas evaluarán, según el cargo o los cargos de aspiración, conocimientos, aptitudes y/o habilidades […]». 
118. Ahora, el hecho de que estos lineamientos constituyan una regulación general no contraviene el ordenamiento jurídico. Por el contrario, como se sostuvo, la misma ley estatutaria indicó que tal sería la forma en que se reglamentarían las etapas del proceso de selección y ello obedece a que, la concreción de estas directrices debe efectuarse al momento en que se ejecute la respectiva etapa. Esto, tratándose del reproche que formuló la demandante, se traduce en que la falta de coherencia entre las habilidades evaluadas y las funciones específicas del cargo, sería una irregularidad propiamente predicable de la prueba o del examen diseñado, mas no del acuerdo que reguló la convocatoria. Por tales razones, las anomalías alegadas no están llamados a prosperar.  
119. De otro lado, el reproche relativo a la falta de determinación del número de cargos ofertados, como bien lo explicó la entidad demandada, se justifica en el principio de permanencia que regula los concursos de mérito de la Rama Judicial. 
120. Así pues, teniendo en cuenta que de acuerdo con el artículo 163 de la LEAJ, es importante garantizar en todo momento disponibilidad de talento humano para la provisión de vacantes cuando estas se presenten, se ha entendido que los procesos de selección no se celebran para un número específico de empleos sino, de manera general, para todos aquellos que obedezcan a una misma nomenclatura o identificación al interior de la estructura organizacional de esta rama del poder público. De limitarse la convocatoria a un número determinado de cargos, una vez suplidas esas vacancias no podría hacerse uso de la lista de elegibles para llenar otras que se produzcan durante el concurso o con posterioridad a este, lo que impediría dar cumplimiento al mandato de permanencia contenido en el artículo 163 de la Ley 270 de 1996.   
121. Finalmente, en lo que tiene que ver con la remuneración de los empleos a proveer mediante el concurso de méritos regulado en el Acuerdo PSAA12-9664 del 28 de agosto de 2012, la Sala advierte que esta no es una materia que tenga que fijarse en la convocatoria, de manera que mal podría afectar la validez del acto acusado. 
122. La definición de este asunto, de conformidad con el artículo 150 superior y con la Ley 4a de 1992, corresponde al Gobierno Nacional, quien año a año debe dictar las disposiciones en materia salarial y prestacional de los empleos de la Rama Judicial para los regímenes existentes al interior de esta, el ordinario o de los no acogidos
, el especial o acogido
 y el de la DEAJ.
· Reproche 2. Establece requisitos adicionales para algunos cargos no contemplados en el Acuerdo PSAA12-9663 de 2012, el cual como acuerdo general debe ser el marco que el Acuerdo PSAA12-9664 debe respetar; algunos de los perfiles son diferentes a los establecidos en los acuerdos que fijan las funciones de las Dependencias de la Dirección Ejecutiva.
123. Frente a este punto, la Sala estima que la señora Luz Mónica Acevedo Talero no satisfizo la carga argumental que le correspondía en términos de especificidad y suficiencia, motivo por el cual se abstendrá de su estudio de fondo. La primera de estas cargas supone que la censura se formule de manera concreta y puntual, mientras que la segunda exige que el razonamiento presentado para sustentar la configuración de la causal de nulidad tenga un mínimo de desarrollo que permita poner en evidencia la ilegalidad del texto acusado. 
124. Visto lo anterior, se observa que, aunque la demandante sostiene que en la convocatoria se fijaron requisitos adicionales no contemplados en el Acuerdo PSAA12-9663 de 2012, no explicó la forma en que se concretaba este reproche ni indicó cuales habrían sido esas nuevas exigencias que supuestamente incluyó el acto que reguló el concurso de méritos. A pesar de la indeterminación de dicho argumento, es del caso anotar que mientras que el Acuerdo PSAA12-9663 de 2012 se ocupó de establecer requisitos mínimos, el Acuerdo PSAA12-9664 del mismo año, al reglamentar la convocatoria, estableció los requisitos especiales, por lo que, en principio, no se observa cómo podría configurarse la anomalía alegada cuando se trata de exigencias de diferente naturaleza. 
125. Lo propio puede afirmarse en relación con la presunta disconformidad entre los perfiles que estableció la convocatoria y aquellos incluidos en los acuerdos que incorporan el manual de funciones de las distintas unidades de la DEAJ. La censura de la demandante debió concretarse en la identificación clara y precisa de los empleos en que se habría presentado la irregularidad, al igual que la explicación de la supuesta diferencia existente entre los múltiples acuerdos que se ocuparon de la materia. Así pues, la imprecisión del reproche anotado, impide a la Sala emitir un pronunciamiento en ese sentido.
126. En este punto, conviene anotar que entre las labores del juez de legalidad no está la de subsanar la carencia argumentativa de la demanda cuando esta no proporciona argumentos claros, suficientes, específicos y pertinentes. 
· Reproche 3. El acuerdo utiliza diferente metodología para establecer los requisitos académicos y de experiencia exigidos. En similar sentido, la demandante señaló que el acto no guarda relación con la estructura organizacional y funcional de la DEAJ pues respecto de algunos empleos, solo los relaciona en las áreas de derecho, sistemas, economía, financiera y administrativa pero no determina concretamente la dependencia a la cual debían entenderse asignados.
127. Sobre el particular, la señora Luz Mónica Acevedo Talero explicó que el numeral 3 del artículo 2 del Acuerdo PSAA12-9664 de 2012 definió los requisitos específicos de los directores de unidad según la dependencia a la que estaban adscrita, mientras que, tratándose de los demás empleos, agrupó las exigencias de estudio y experiencia por áreas (económica y financiera; derecho; sistemas y administrativa).
128. La Sala no evidencia la forma en que esta distinción podría conllevar una afectación del principio de igualdad, como lo sugiere la demandante. En aquellos casos en que se pone en juicio la garantía de este mandato, la jurisprudencia constitucional ha dispuesto la aplicación del denominado «juicio integrado de igualdad»
, el cual se agota en las siguientes etapas:

 
[…] (i) establecer el criterio de comparación: patrón de igualdad o tertium comparationis, valga decir, precisar si los supuestos de hecho son susceptibles de compararse y si se comparan sujetos de la misma naturaleza; (ii) definir si en el plano fáctico y en el plano jurídico existe un trato desigual entre iguales o igual entre desiguales; y (iii) averiguar si la diferencia de trato está constitucionalmente justificada, es decir, si las situaciones objeto de la comparación ameritan un trato diferente desde la Constitución […]

129. En el sublite, según la censura que se formuló en la demanda, el juicio de igualdad tendría lugar respecto de quienes, siendo parte del concurso de méritos convocado a través del Acuerdo PSAA12-9664 de 2012, aspiraron al cargo de director de unidad de la DEAJ y, de otro lado, aquellos que se inscribieron para ocupar cualquier otro empleo diferente al de director. 
130. Como se indicó, el primer asunto que debe analizarse se refiere al carácter relacional del derecho a la igualdad. En otras palabras, es preciso determinar si existe igualdad entre una y otra situación fáctica, lo que supone realizar un ejercicio comparativo para definir, según el nivel de discrepancia o semejanza, si las cuestiones objeto de análisis son comparables entre sí, es decir, si existe un tertium comparationis.
131. La Sala considera que la controversia en cuestión involucra supuestos de hecho que no son susceptibles de comparación pues, aunque a todos los inscritos al proceso de selección les asista la calidad de concursantes, el nivel jerárquico y el perfil de los cargos a proveer permiten establecer diferentes categorías de empleos con base en las cuales, el Consejo Superior de la Judicatura, en ejercicio de la competencia para administrar la carrera judicial, puede definir los diferentes requisitos específicos según las categorías de empleos a proveer. Así pues, dado que en este caso el parámetro de comparación no es el mismo, es improcedente afirmar que la diferencia de trato alegada resulta discriminatoria.
132. Finalmente, no se advierte que el hecho de que el Acuerdo PSAA12-9664 de 2012 haya agrupado los diferentes empleos a proveer en las áreas de derecho, sistemas, administrativa, económica y financiera implique el desconocimiento del principio del mérito o transgreda los derechos de los concursantes pues lo cierto del caso es que, como se explicó a lo largo de esta providencia, con anterioridad a la convocatoria se definieron de manera precisa las funciones de los cargos a proveer al igual que los perfiles y competencias exigidas para ocupar cada uno de los empleos objeto de concurso. 
133. En conclusión, el artículo 8 del Acuerdo PSAA12-9663 del 28 de agosto de 2012 infringió parcialmente el artículo 1 de la Ley 1319 de 2009 al consagrar una hipótesis nueva de equivalencia entre experiencia y estudio profesional que no fue contemplada previamente por el legislador. De otro lado, el artículo 9 del mismo acto administrativo incurrió en una imprecisión al referirse a los requisitos que definió su artículo 2 como «especiales», a pesar de que el acuerdo, a lo largo de su contenido, deja claro que se trata de requisitos mínimos. 
134. Por lo demás, los actos administrativos demandados no desconocen las normas en que debían fundarse, en especial los artículos 13, 29, 83 y 122 de la Constitución Política; 2, 17 y 19 de la Ley 909 de 2004; 161 y 164 de la Ley 270 de 1996; las Leyes 770 y 785 de 2005 y los Decretos reglamentarios 2539 de 2005 y 1785 de 2014.
Decisión 

135. La Subsección A, Sección Segunda del Consejo de Estado anulará parcialmente el Acuerdo PSAA12-9663 del 28 de agosto de 2012, proferido por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, como se expone a continuación:

135.1. Del artículo 8, el siguiente enunciado: «De otra parte, en los cargos que se exija como requisito el título de postgrado, se aplicará la siguiente equivalencia: - Tres (3) años de experiencia profesional específica o relacionada por el título de postgrado y su correspondiente formación académica, siempre que se acredite el título de formación universitaria.»
135.2. Del artículo 9, la expresión «especiales». 
136. Es preciso recordar que, a diferencia de las sentencias que profiere la Corte Constitucional sobre los actos sujetos a su control (art. 241 de la Constitución Política), que por disposición del artículo 45 de la Ley Estatutaria de Administración de Justicia producen efectos hacia el futuro salvo que se resuelva lo contrario, la declaratoria de nulidad de actos administrativos de carácter general tiene efectos ex tunc o retroactivos desde la fecha misma de expedición del acto
. 
137. Así lo ha venido sosteniendo de manera unánime la jurisprudencia del Consejo de Estado, quien también ha aclarado que las situaciones jurídicas consolidadas, antes de la decisión anulatoria, deben mantenerse íntegramente, en virtud del principio de seguridad jurídica.
138. En ese orden de ideas, a pesar de que la presente decisión tiene efectos retroactivos a la fecha de expedición del acto administrativo parcialmente anulado, las situaciones jurídicas consolidadas no podrán modificarse con ocasión de lo aquí resuelto. 

139. Las demás pretensiones de la demanda serán resueltas desfavorablemente.
140. En mérito de lo expuesto el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Segunda, Subsección A, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
FALLA

Primero: Declarar la nulidad parcial del Acuerdo PSAA12-9663 del 28 de agosto de 2012, por las razones expuestas ut supra, así:
Del artículo 8, el siguiente enunciado: «De otra parte, en los cargos que se exija como requisito el título de postgrado, se aplicará la siguiente equivalencia: - Tres (3) años de experiencia profesional específica o relacionada por el título de postgrado y su correspondiente formación académica, siempre que se acredite el título de formación universitaria.»
Del artículo 9, la expresión «especiales». 
La presente decisión no podrá servir de fundamento para modificar las situaciones jurídicas consolidadas.
Segundo: Denegar las demás pretensiones de la demanda instaurada por la señora Luz Mónica Acevedo Talero en contra de la Nación, Rama Judicial, Consejo Superior de la Judicatura, Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.

Tercero: Reconocer personería al abogado Cesar Augusto Mejía Ramírez, identificado con cédula de ciudadanía 80.041.811 y tarjeta profesional 159.699‎ del C. S. de la J., para ejercer la representación judicial de la Nación, Rama Judicial, Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, en los términos y para los efectos del poder conferido que obra en el folio 593 del expediente. 

Cuarto: Ejecutoriada esta providencia, archívese el expediente y háganse las anotaciones pertinentes en el programa informático. 
Notifíquese y cúmplase

La anterior providencia fue discutida y aprobada por la Sala en la presente sesión. 

WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ
Firmado electrónicamente
RAFAEL FRANCISCO SUÁREZ VARGAS
Firmado electrónicamente
GABRIEL VALBUENA HERNÁNDEZ
Firmado electrónicamente
CONSTANCIA: La presente providencia fue firmada electrónicamente por la Sala en la plataforma del Consejo de Estado denominada SAMAI. En consecuencia, se garantiza la autenticidad, integridad, conservación y posterior consulta, de conformidad con el artículo 186 del CPACA. 
� Ff. 387 a 415, cuaderno principal. 


� Ff. 487-493 y 521-532, cuaderno principal.


� Ff. 120-123, cuaderno principal.


� Ff. 540 – 546, cuaderno principal.


� Ff. 552-556.  


� Ff. 569-575, cuaderno principal.


� El término para presentar alegatos de conclusión corrió entre el 10 y el 21 de junio de 2020. La entidad demandada radicó el escrito respectivo el día 25 del mismo mes y año.


� Ff. 557-567, cuaderno principal. 


� Sentencia C-037 del 26 de enero de 2000, Corte Constitucional, expediente D-2441.


� Consejo de Estado, Sección Segunda, sentencia del 21 de octubre de 2010, Radicación 11001-03-25-000-2005-00125-00(5242-05), Actor: Asociación Antioqueña de Empresas Sociales del Estado.


� Sentencia del 3 de diciembre de 2007, Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, radicado 11001-03-26-000-2003-00014-01, expediente 24715.


� En el caso de los llamados reglamentos «constitucionales autónomos» debido a que es la propia Constitución la que directamente atribuye la competencia o potestad regulatoria, no puede predicarse algún tipo de sujeción a la ley. Por ello se ha sostenido que la relación entre dichos actos administrativos y la ley, en lugar de estar sometida a una jerarquía, se caracteriza por un criterio de distribución de competencias normativas que ha efectuado la propia carta política. Por su parte, en el caso de los decretos que reglamentan una ley marco, se predicará subordinación entre estos y la ley que desarrollan, pero no respecto de las demás leyes, con las cuales existirá una relación horizontal en la escala jerárquica.


� Artículo 6.º de la Constitución Política.


� Artículo 2.º ibidem.


� Tienen un sistema de carrera especial de origen constitucional la Fiscalía General de la Nación, la Contraloría General de la República, la Procuraduría General de la Nación, los entes universitarios autónomos, la Rama Judicial, el personal regido por la carrera diplomática y consular, y el personal de carrera del Congreso de la República.


� «ARTÍCULO 3o. CAMPO DE APLICACIÓN DE LA PRESENTE LEY. […]


2. Las disposiciones contenidas en esta ley se aplicarán, igualmente, con carácter supletorio, en caso de presentarse vacíos en la normatividad que los rige, a los servidores públicos de las carreras especiales tales como:


- Rama Judicial del Poder Público […]».


� Sobre el particular, el artículo 157 de la Ley 270 de 1996, señala que «[…] La administración de la carrera judicial se orientará a atraer y retener los servidores más idóneos […]».


� Originalmente, el artículo 254 de la Constitución Política previó que el Consejo Superior de la Judicatura estaría integrado por una sala administrativa y una sala jurisdiccional disciplinaria. No obstante lo anterior, esta última desapareció con la expedición del Acto Legislativo 2 de 2015, que en su artículo 19 modificó el órgano competente para vigilar la conducta disciplinable de los funcionarios y empleados judiciales y de los abogados, al crear la Comisión Nacional de Disciplina Judicial. Así pues, esta Comisión remplazó a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria que tradicionalmente había hecho parte del Consejo Superior de la Judicatura, de manera que, habiéndose despojado a este organismo de la función disciplinaria, cesó la división organizacional entre salas que existía hasta antes de la expedición del acto legislativo en comento, quedando exclusivamente con la titularidad de las funciones administrativas relativas a la conducción y manejo de la rama judicial. 


� […] Artículo 256. Corresponden al Consejo Superior de la Judicatura o a los Consejos Seccionales, según el caso y de acuerdo a la ley, las siguientes atribuciones: 1. Administrar la carrera judicial […]».


� ARTÍCULO 257. Con sujeción a la ley, el Consejo Superior de la Judicatura cumplirá las siguientes funciones: […] 3. Dictar los reglamentos necesarios para el eficaz funcionamiento de la administración de justicia, los relacionados con la organización y funciones internas, asignadas a los distintos cargos y a la regulación de los trámites judiciales y administrativos que se adelanten en los despachos, en los aspectos no previstos por el legislador […]».


� «Estatutaria de la Administración de Justicia, reformada por la Ley 1285 de 2009».


� Corte Constitucional. Sentencia SU-539 del 12 de julio de 2012. 


� «Artículo 204. Hasta tanto se expida la ley ordinaria que regule la carrera judicial y establezca el régimen para las situaciones laborales administrativas de los funcionarios y empleados judiciales, continuarán vigentes, en lo pertinente el Decreto-ley 052 de 1987 y Decreto 1660 de 1978, siempre que sus (las) disposiciones (que) no sean contrarias a la Constitución Política y a la presente ley.»


� Por el cual se establece el servicio de defensoría pública de oficio, se provee a su funcionamiento y división respectiva en el ministerio de justicia


� Por el cual se reglamentan parcialmente las Leyes 15 y 20 de 1972, los Decretos 250 y 762 de 1970, 546 de 1971 y 717 de 1978, y otras disposiciones sobre administración del personal de la Rama Jurisdiccional, del Ministerio Público y de las Direcciones de Instrucción Criminal.


� Al respecto puede consultarse la sentencia C-037 de 1996, en la que la Corte Constitucional sostuvo que «[…] resulta propio de una ley estatutaria sobre administración de justicia el fijar los principios generales que regularán la carrera judicial, todo ello sin perjuicio de las leyes de carácter ordinario que sobre el particular expida el Congreso de la República, con base en las facultades constitucionales anteriormente citadas. No obstante, dentro de estos parámetros, debe precisarse que las leyes ordinarias que se dicten sobre estos asuntos, deberán, en todo caso, ceñirse a los preceptos que sobre la materia contiene la estatutaria cuyo proyecto se revisa y, lógicamente, a los postulados constitucionales […]».


� Al respecto el artículo 127 de la Ley Estatutaria de Administración de Justicia dispone: «ARTÍCULO 127. REQUISITOS GENERALES PARA EL DESEMPEÑO DE CARGOS DE FUNCIONARIOS DE LA RAMA JUDICIAL. Para ejercer cargos de Magistrado de Tribunal, Juez de la República o Fiscal, se requieren las siguientes calidades y requisitos generales: 1. Ser colombiano de nacimiento y ciudadano en ejercicio y estar en pleno goce de sus derechos civiles; 2. Tener título de abogado expedido o revalidado conforme a ley, salvo el caso de los Jueces de Paz; y, 3. No estar incurso en causal de inhabilidad o incompatibilidad». Por su parte, el artículo 129 de la misma disposición prevé lo siguiente: «ARTÍCULO 129. REQUISITOS PARA EL DESEMPEÑO DE CARGOS DE EMPLEADOS DE LA RAMA JUDICIAL. Los empleados de la Rama Judicial deberán ser ciudadanos en ejercicio y reunir las condiciones y requisitos que para cada cargo establezca la ley.»


� En relación con estas exigencias, la Corte Constitucional, al estudiar la exequibilidad del artículo 161 de la LEAJ, afirmó que «[…] la Carta Política le asigna plena competencia al legislador para determinar los requisitos mínimos necesarios para que los empleados de la rama judicial vinculados al sistema de carrera puedan aspirar a ciertos cargos (Arts. 125 y 150-23 C.P.). Así, pues, la preparación y el esfuerzo del trabajador, junto con su experiencia profesional -que para estos casos se constituye en elemento de gran trascendencia- son criterios válidos y razonables que fundamentan las decisiones que las autoridades competentes deban tomar al respecto, en particular en lo que atañe a los ascensos dentro de la rama judicial. En igual sentido, no sobra agregar que resulta ajustado a la Constitución, y a la filosofía misma de la carrera, el que la ley fije diferentes requisitos para acceder a cargos que se han catalogado en diferentes niveles, como el administrativo, el profesional, el técnico, etc […]».


� El parágrafo 1.º de dicha norma dispone que «[…] Cuando se trate de acceder a los cargos de empleados de carrera por ascenso dentro de cada uno de los niveles establecidos en este artículo, la experiencia judicial adquirida en el cargo inmediatamente anterior se computará doblemente. Este cómputo no tendrá efectos salariales […]». De otro lado, el parágrafo 2.º ibídem señala que «[…] La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura determinará los casos en que, por tratarse de despachos judiciales situados en provincias de difícil acceso, puedan vincularse a cargos de empleados personas sin los títulos académicos mínimos señalados en este artículo […]».


� «ARTÍCULO 128. REQUISITOS ADICIONALES PARA EL DESEMPEÑO DE CARGOS DE FUNCIONARIOS EN LA RAMA JUDICIAL. Para ejercer los cargos de funcionario de la Rama Judicial deben reunirse los siguientes requisitos adicionales, además de los que establezca la ley:


1. Para el cargo de Juez Municipal, tener experiencia profesional no inferior a dos años.


2. Para el cargo de Juez de Circuito o sus equivalentes: tener experiencia profesional no inferior a cuatro años.


3. Para el cargo de Magistrado de Tribunal: tener experiencia profesional por lapso no inferior a ocho años.


Los delegados de la Fiscalía deberán tener los mismos requisitos exigidos a los funcionarios ante los cuales actúan.


PARÁGRAFO 1o. La experiencia de que trata el presente artículo, deberá ser adquirida con posterioridad a la obtención del título de abogado en actividades jurídicas ya sea de manera independiente o en cargos públicos o privados o en el ejercicio de la función judicial. En todo caso, para estos efectos computará como experiencia profesional la actividad como empleado judicial que se realice con posterioridad a la obtención del título de abogado.»


� Según el artículo 125 de la Ley 270 de 1996, «[…] Tienen la calidad de funcionarios los Magistrados de las Corporaciones Judiciales, los Jueces de la República y los Fiscales […]».


� Ver artículo 165 de la Ley 270 de 1996


� La disposición ibidem prevé que «[…] Son empleados las demás personas que ocupen cargos en las Corporaciones y Despachos Judiciales y en los órganos y entidades administrativas de la Rama Judicial […]».


� Ver artículo 165 de la Ley 270 de 1996


� La Corte Constitucional, en sentencia C-037 de 1996, estudió la constitucionalidad del proyecto que dio origen a la Ley 270 de 1996 y concluyó que su artículo 163 era exequible pues «[…] Al señalar la norma que dichos procesos serán permanentes, públicos y abiertos, está garantizando una constante e igual oportunidad a todos los interesados y avalando también la imparcialidad que la misma Carta Política condiciona para escoger al mejor candidato (Art. 125 C.P.) […]». No obstante lo anterior, es importante anotar que el texto original hacía referencia a la disponibilidad de «recursos humanos», expresión que fue declarada inexequible al entender la Corte que el uso de esta para referirse a los quienes prestan sus servicios al Estado no se aviene con el principio de dignidad humana. 


� «Por el cual se establecen los requisitos mínimos para el ejercicio de los cargos desempeñados por los empleados judiciales, y se describe la naturaleza general de sus funciones».


� En la exposición de motivos de esta ley, se explicó la necesidad de regular la materia en el hecho de que «[…] pese a que la sentencia hace referencia a la norma en lo que respecta a la experiencia profesional y no a la posibilidad de realizar equivalencias por años de educación superior, desde esa fecha ni la dirección administrativa ni el Consejo Superior de la Judicatura permiten hacer uso de las homologaciones para ocupar cargos de empleados en la Rama judicial, al considerar que la Corte Constitucional concluyó que todo el artículo se encuentra derogado, incluido el parágrafo. En conclusión, el estado actual de las cosas demuestra que pese a que la equivalencia de estudios superiores por años de experiencia profesional ha sido una regla histórica de carácter constante en la Rama Judicial; a partir de una interpretación errónea de la Sentencia C-308 de 200410, se eliminó por las autoridades administrativas de la justicia Colombiana, la posibilidad de seguir haciendo uso de dicha herramienta jurídica, a pesar de su importancia para la promoción de la educación superior y el acceso a los cargos públicos en términos de meritocracia […]».


� «[…] ARTICULO 121. Ninguna autoridad del Estado podrá ejercer funciones distintas de las que le atribuyen la Constitución y la ley. ARTICULO 122. No habrá empleo público que no tenga funciones detalladas en ley o reglamento […] ARTICULO 123 […] Los servidores públicos están al servicio del Estado y de la comunidad; ejercerán sus funciones en la forma prevista por la Constitución, la ley y el reglamento […]».


� «Por el cual se da cumplimiento al artículo 199 inciso primero de la Ley 270 de 1996».


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sala Especial N.º 7 de Decisión, sentencia del 1.º de septiembre de 2015, radicación 11001-03-15-000-2002-01242-01 (681).


� «por el cual se establece el sistema de funciones y de requisitos generales para los empleos públicos correspondientes a los niveles jerárquicos pertenecientes a los organismos y entidades del Orden Nacional, a que se refiere la Ley 909 de 2004».


� «por el cual se establece el sistema de nomenclatura y clasificación y de funciones y requisitos generales de los empleos de las entidades territoriales que se regulan por las disposiciones de la Ley � HYPERLINK "https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=14861" \l "0" �909� de 2004».


� «por el cual se establecen las competencias laborales generales para los empleos públicos de los distintos niveles jerárquicos de las entidades a las cuales se aplican los Decretos-ley 770 y 785 de 2005».


� «por el cual se establecen las funciones y los requisitos generales para los empleos públicos de los distintos niveles jerárquicos de los organismos y entidades del orden nacional y se dictan otras disposiciones».


� Ff. 355 a 366, cuaderno principal. 


� Decreto 51 de 1993 y los demás que anualmente se profieren. 


� Decretos 57 y 110 de 1993.


� Sobre el test de igualdad, entre otras, ver las sentencias de la Corte Constitucional C-093 de 2001, C-250 de 2012 y C-015 de 2014.


� Corte Constitucional, sentencia C-015 del 23 de enero de 2014, M.P. Mauricio González Cuervo.  Expediente D-9737. 





� Sobre los efectos retroactivos que por regla general producen las sentencias anulatorias de actos administrativos, pueden verse las siguientes sentencias proferidas por esta corporación: Sala Plena del 1.° de junio de 1999. Expediente núm. 5260. C.P. Juan Alberto Polo Figueroa; del 10 de septiembre de 2014, consejero ponente dr. Hernán Andrade Rincón, radicación 11001-03-26-000-2008-00040-00(35362); del siete de abril de dos mil once, consejero ponente dr. Gustavo Eduardo Gómez Aranguren, radicación 50001-23-31-000-2003-10058-02 (1177-09); del ocho de julio de dos mil diez, consejera ponente dra. Maria Claudia Rojas Lasso, radicación 25000-23-24-000-2002-00956-01; del 5 de julio de 2006, consejero ponente dra. Ruth Stella Correa Palacio, radicación 25000-23-26-000-1999-00482-01(21051). Uno de los supuestos principales en que se exceptúa esta regla general es el de las sentencias de anulación electoral. De conformidad con lo dispuesto en la sentencia de unificación proferida el 26 de mayo de 2016 por la Sala Plena de esta corporación, con ponencia del doctor Carlos Enrique Moreno Rubio (n.º de radicación 11001-03-28-000-2015-00029-00), «[…] corresponde al juez electoral, ante la ausencia de norma que los establezca, fijar los efectos de sus decisiones anulatorias […]». En atención a lo señalado en dicha providencia, el Consejo de Estado, en sentencia de unificación del 7 de junio de 2016, con ponencia del dr. Alberto Yepes Barreiro (n.º de radicación 11001-03-28-000-2015-00051-00), fijó la siguiente regla en torno a los efectos de las sentencias de nulidad electoral por vicios subjetivos: «[…] habrá de entenderse que, al menos en materia electoral, la regla general sobre los efectos de la declaratoria de nulidades subjetivas, es que aquellos serán hacia el futuro (ex nunc) en consideración a la teoría del acto jurídico que distingue entre la existencia, validez y eficacia, como escenarios distintos del acto (administrativo o electoral); y en respeto a la “verdad material y cierta”, por encima de la mera ficción jurídica. Dicha regla podrá ser variada, caso a caso, por el juez electoral, dependiendo del vicio que afecte la elección y en atención a las consecuencias de la decisión en eventos en los que aquellas puedan afectar las instituciones y estabilidad democrática […]». 
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